
 

 

Profr. Gerardo Olivera Raymundo, Presidente Municipal de Iliatenco, Guerrero, a 

sus habitantes hace saber: Que el H. Ayuntamiento Municipal Constitucional, en uso 

de las facultades que le confieren los artículos 115 fracción II de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 178 Fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Guerrero y 61 Fracción XXVI de la Ley Orgánica 

del Municipio Libre del Estado de Guerrero, ha tenido a bien expedir el siguiente: 

 

REGLAMENTO DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO DEL  
MUNICIPIO DE ILIATENCO, GUERRERO.  

 

TÍTULO PRIMERO  

CAPÍTULO ÚNICO 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1.- El presente Reglamento es de orden público y observancia general y 

obligatorio en el Municipio de Iliatenco, Guerrero, y tiene por objeto regular las 

funciones del Órgano de Control Interno para dar cumplimiento a las atribuciones 

conferidas a la misma, el presente reglamento tiene por objeto regular la 

organización y funcionamiento de la contraloría municipal como órgano técnico 

auxiliar del H. Ayuntamiento para el ejercicio de sus facultades de vigilancia en la 

correcta aplicación de los recursos, humanos, técnicos y financieros.  

Artículo 2.- El presente Reglamento se expide con fundamento en el artículo 115 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política 

del Estado de Guerrero, en la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de 

Guerrero, en el Bando de Policía y Gobierno del Municipio de Iliatenco, la Ley 

Numero 465 de Responsabilidades administrativas para el estado de Guerrero. 

        



 

 

Artículo 3.- El Órgano de Control Interno del Municipio de Iliatenco, Guerrero, como 

Órgano de Control tiene a su cargo la fiscalización de los ingresos y egresos que 

reciba el Municipio de Iliatenco; en el ejercicio de sus atribuciones está dotado de 

autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y decisiones; 

y está facultada para conocer de las infracciones administrativas que cometan y/o 

hubieran cometido los Servidores Públicos y/o ex Servidores Públicos del Municipio, 

e imponer, en su caso, las sanciones aplicables conforme a lo dispuesto en las 

disposiciones normativas aplicables.  

La Contraloría Municipal, deberá de ser dotada de todos los recursos humanos, 

equipo, material, e instalaciones adecuadas para su eficaz funcionamiento, y que 

serán proporcionados sobre la base de la partida presupuestal asignada para tal fin.  

Artículo 4. Para efectos de esta Ley se entenderá y se conceptuará por:  

I. Auditoría Superior: La Auditoría Superior del Estado de Guerrero;  

II. Autoridad investigadora: Área encargada de la investigación de faltas 

administrativas;  

III. Autoridad substanciadora: Área que el ámbito de su competencia, dirige y 

conduce el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la 

admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y hasta la 

conclusión de la audiencia inicial. La función de la autoridad substanciadora, en 

ningún caso podrá ser ejercida por una autoridad investigadora;  

IV. Autoridad Resolutora: Tratándose de faltas administrativas no graves lo será 

la unidad de responsabilidades administrativas o el servidor público asignado 

en los órganos de control internos. Para las faltas administrativas graves, así 

como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Guerrero; 



 

 

V. Comité Coordinador: El Comité Coordinador del Sistema Estatal 

Anticorrupción, a que hace referencia el artículo 198- Bis de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, encargado de la coordinación 

y eficacia del Sistema Estatal Anticorrupción;  

VI. Conflicto de Interés: La posible afectación del desempeño imparcial y objetivo 

de las funciones de los servidores públicos en razón de intereses personales, 

familiares o de negocios;  

VII. Constancia de Presentación: La Constancia de Presentación de Declaración 

Patrimonial;  

VIII. Constitución del Estado: La Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Guerrero;  

IX. Declarante: El servidor público obligado a presentar declaración de situación 

patrimonial, de intereses y fiscal, en los términos de esta Ley;  

X. Denunciante: La persona física o moral, o el servidor público que acude ante 

las autoridades investigadoras a que se refiere la presente Ley, con el fin de 

denunciar actos u omisiones que pudieran constituir o vincularse con faltas 

administrativas, en términos de esta Ley;  

XI. Ente público: Los poderes ejecutivo, legislativo y judicial; los ayuntamientos de 

los municipios, las entidades paraestatales y paramunicipales, los órganos 

constitucionales autónomos, los órganos con autonomía técnica, los órganos 

jurisdiccionales que no formen parte del poder judicial, las universidades e 

instituciones de educación superior; así como cualquier otro ente sobre el que 

tenga control cualquiera de los poderes y órganos públicos antes citados;  

XII. Entidades: Los organismos públicos descentralizados, las empresas de 

participación estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos que tengan el 

carácter de entidad paraestatal a que se refiere la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de Guerrero;  



 

 

XIII. Expediente de presunta responsabilidad administrativa: El expediente 

derivado de la investigación que las autoridades investigadoras realizan en sede 

administrativa, al tener conocimiento de un acto u omisión posiblemente 

constitutivo de faltas administrativas;  
XIV. Faltas administrativas: Las faltas administrativas graves, las faltas 

administrativas no graves; así como las faltas de particulares, conforme a lo 

dispuesto en esta Ley;  
XV. Falta administrativa no grave: Las faltas administrativas de los servidores 

públicos en los términos de la presente Ley, cuya sanción corresponde a la 

Secretaría de Contraloría y Transparencia Gubernamental y a los órganos de 

control internos; H. Congreso del Estado de Guerrero  
XVI. Falta administrativa grave: Las faltas administrativas de los servidores 

públicos catalogadas como graves en los términos de la presente Ley, cuya 

sanción corresponde al Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guerrero;  
XVII. Faltas de particulares: Los actos de personas físicas o morales privadas 

que estén vinculados con faltas administrativas graves a que se refieren los 

capítulos III y IV del Título Tercero de esta Ley, cuya sanción corresponde al 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guerrero en los términos de la 

misma;  
XVIII. Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa: El instrumento en 

el que las autoridades investigadoras describen los hechos relacionados con 

alguna de las faltas señaladas en la presente Ley, exponiendo de forma 

documentada con las pruebas y fundamentos, los motivos y presunta 

responsabilidad del servidor público o de un particular en la comisión de faltas 

administrativas;  

 



 

XIX. Ley: La Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Guerrero;  
XX. Órganos constitucionales autónomos: Los organismos a los que la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero otorga 

expresamente autonomía, personalidad jurídica y patrimonio propio;  
XXI. Órganos de control internos: Las unidades administrativas a cargo de 

promover, evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno en los 

entes públicos, así como aquellas otras instancias de los órganos 

constitucionales autónomos que, conforme a sus respectivas leyes, sean 

competentes para aplicar las leyes en materia de responsabilidades de 

servidores públicos;  
XXII. Tribunal de Justicia Administrativa: El Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Guerrero;  
XXIII. Secretaría: La Secretaría de Contraloría y Transparencia Gubernamental;  
XXIV. Servidores públicos: La persona que se ubique en alguno de los supuestos 

establecidos en el artículo 191 de la Constitución Política del Estado;  
XXV. Sistema Anticorrupción: El Sistema Estatal Anticorrupción de Guerrero, 

instancia de coordinación entre las autoridades del Estado y sus municipios 

competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de 

recursos públicos;  
XXVI. Sistema Digital: El Sistema Digital de Información Estatal, previsto en la Ley 

del Sistema Estatal Anticorrupción de Guerrero;  
XXVII. Sistema Estatal de Servidores Públicos: El Sistema Estatal de Servidores 

Públicos sancionados del Sistema Digital;  
XXVIII. Sistema de Evolución Patrimonial: El Sistema de Evolución 

Patrimonial y de Declaración de Intereses 



 

 

Artículo 5. Los servidores públicos observarán en el desempeño de su empleo, 

cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, 

honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, transparencia, 

eficacia y eficiencia que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de 

dichos principios, los servidores públicos observarán las directrices siguientes:  

Artículo 6.- Los Servidores Públicos adscritos al Órgano de Control Interno del 

Municipio, deberán guardar estricta reserva sobre la información y documentos que 

conozcan con motivo del desempeño de sus funciones, así como de sus 

actuaciones y observaciones.  

Artículo 7.- Para el correcto desarrollo de las actividades del Órgano de Control 

Interno, las áreas, especialmente los responsables del manejo de los recursos 

financieros, humanos, materiales y servicios generales, por conducto de sus 

titulares, deberán presentar la documentación e información que les sea requerida 

por las distintas áreas que integran el Órgano de Control Interno. 

TÍTULO SEGUNDO 

CAPITULO PRIMERO 

DE LAS FACULTADES Y ESTRUCTURA DEL ÓRGANO DE CONTROL 

INTERNO DEL MUNICIPIO  

Articulo 8.- El Órgano de Control Interno Municipal, tendrá autonomía técnica y 

administrativa. Está facultado para realizar auditorías, visitas de inspección y 

verificación a las dependencias y entidades de la Administración Pública del 

Municipio de Iliatenco, así como el de iniciar e integrar los procedimientos 

administrativos internos que resuelvan la presunta responsabilidad administrativa 

de los servidores públicos y de los elementos operativos de seguridad pública; y en 

general, de todos aquellos organismos que manejen fondos o valores del Municipio 

o bien reciban algún subsidio condicionado de éste a efecto de que se garantice la 



 

transparencia, la legalidad y la aplicación de los criterios de racionalidad, 

desarrollando así procesos apegados al estricto cumplimiento de las disposiciones 

legales y normativas aplicables a la materia. 

Artículo 9.- El Órgano de Control Interno, estará a cargo de un Titular, mismo que 

se denominará como Titular del Órgano de Control Interno Municipal, quien, ejercerá 

las atribuciones que le son conferidas en el presente ordenamiento y las demás 

disposiciones que le confieren las diversas leyes. 

Artículo 10.- El Titular del Órgano de Control Interno, será propuesto por el 

Presidente Municipal y aprobado por el Cabildo del H. Ayuntamiento quien deberá 

de reunir los siguientes requisitos:  

I. Ser Ciudadano Mexicano, Originario y Residente del Municipio de 

Iliatenco, en ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

II. Tener cuando menos treinta años cumplidos al día de la designación; 

III. Gozar de buena reputación, no haber sido condenado por delito que 

amerite pena corporal, ni estar inhabilitado para el desempeño de cargos 

públicos; 

IV. Haber residido en el Estado durante cinco años anteriores al día de su 

nombramiento; 

V. Contar con experiencia de al menos cinco años en contaduría, materia de 

control, auditoría financiera y de responsabilidades; 

VI. Poseer al día de su designación, título y cédula profesional en Contaduría 

Pública, Economía, Administración u otra área afín a la gestión y control 

de recursos públicos, expedidos por autoridad o institución legalmente 

facultada para ello; 

VII. No ser ministro de ningún culto religioso; 



 

VIII. No haber sido dirigente de algún partido político ni postulado para cargo 

de elección popular dentro de los tres años anteriores a su designación, y  

IX. No haber sido titular de ninguna dependencia, entidad u organismo de la 

Administración estatal o municipal, o representante popular federal o 

estatal, durante dos años previos a su designación. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DE SUS ATRIBUCIONES 

Artículo 11.- El Órgano de Control Interno tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Proponer las políticas y aplicar las normas y criterios del presente 

Reglamento, así como de la demás normatividad aplicable en materia de 

control y evaluación municipal;  

II. Realizar las auditorias, visitas de inspección y verificación a las 

dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal, así 

como de todos aquellos organismos que manejen fondos o valores del 

Municipio o bien reciban algún subsidio condicionado de la administración 

pública municipal respecto del desempeño de sus atribuciones;  
III. Dar seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones contempladas 

en los informes de auditorías, visitas de inspección y verificación;   
IV. Atender las quejas y sugerencias respecto del actuar de los servidores 

públicos y los elementos operativos de Seguridad Pública, que pudieran 

constituir una responsabilidad administrativa;  
V. Iniciar e integrar los procedimientos administrativos que resuelvan la 

presunta responsabilidad de los servidores públicos y de los elementos 

operativos de Seguridad Pública;  
VI. Verificar la correcta aplicación del gasto público en cumplimiento a lo 

dispuesto por la normatividad correspondiente;  



 

VII. Verificar que los ingresos Municipales se enteren a la Hacienda Municipal 

conforme a los procedimientos contables y disposiciones legales 

aplicables;  
VIII. Verificar los estados financieros de la Hacienda Municipal, así como la 

remisión en tiempo y forma de la cuenta pública municipal al Congreso 

del Estado de Guerrero;  
IX. Vigilar que los recursos Federales y Estatales asignados al Municipio se 

apliquen en los términos estipulados en las Leyes, Reglamentos, 

Convenios respectivos y demás ordenamientos aplicables;  
X. Vigilar que las obras públicas se realicen de acuerdo a la planeación, 

programación y presupuestación aprobada, supervisándolas 

directamente y realizando las observaciones que procedan en la 

aplicación de la normatividad;  
XI. Coordinar y apoyar a los servidores públicos obligados a la presentación 

de la declaración de situación patrimonial ante el Órgano Técnico de 

Responsabilidades del Congreso del Estado de Guerrero; 

CAPÍTULO TERCERO 

DE LAS FACULTADES 

Artículo 12.- El Órgano de Control Interno tendrá a su cargo la prevención, 

promoción, fortalecimiento, control, evaluación e inspección, así como la 

investigación, calificación y substanciación de las faltas administrativas graves, no 

graves cometidas por los Servidores Públicos y/o ex Servidores Públicos, mediante 

el ejercicio de las siguientes facultades  

I. Evaluar el sistema de control interno en la administración pública municipal;  

II. Vigilar el control de los recursos patrimoniales del Municipio;  



 

III. Fijar, en su caso, las normas internas de carácter obligatorio necesarias para 

el ejercicio del control administrativo y contable;  

IV. Requerir para el cumplimiento de sus atribuciones, documentos, datos e 

información a las dependencias y entidades municipales como empresas 

paramunicipales, fideicomisos y organismos públicos descentralizados;  

V. Practicar auditorias, revisiones, visitas e inspecciones a las dependencias y 

entidades de la administración pública municipal como empresas 

paramunicipales, fideicomisos y organismos públicos descentralizados;  

VI. Vigilar el cumplimiento por parte de las dependencias y entidades 

municipales de las normas jurídicas y administrativas que rigen su 

funcionamiento;  

VII. Investigar de oficio o en atención a las quejas, a las denuncias y a los hechos 

o elementos detectados en las auditorias, revisiones, visitas e inspecciones 

practicadas por el Órgano de Control Interno las conductas de los servidores 

públicos municipales que impliquen presunta responsabilidad administrativa 

y en su caso, substanciar el Procedimiento de Responsabilidad 

Administrativa e imponer las sanciones que correspondan en los términos de 

la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Guerrero,  

VIII. Instruir y resolver los recursos de revisión y demás recursos administrativos 

de las diferentes leyes administrativas vigentes, que le corresponda conocer 

al Órgano de Control Interno;  

IX. Dictaminar mensualmente la Cuenta de la Hacienda Pública Municipal que 

formula la Tesorería Municipal.  

X. Emitir las observaciones y las recomendaciones con carácter obligatorio que 

se deriven del cumplimiento de sus atribuciones y darles el seguimiento 

correspondiente;  

XI. Fincar pliegos preventivos de responsabilidad cuando detecte irregularidades 

por actos u omisiones de servidores públicos, en el manejo, decisión, 



 

autorización, recepción, aplicación, administración de fondos, valores y de 

recursos económicos del Municipio o de aquellos concertados con la 

Federación y el Estado que se traduzcan en daños y perjuicios estimables en 

dinero, causados a la Hacienda Pública Municipal, de la Federación, del 

Estado o al patrimonio de sus entidades, organismos descentralizados, 

auxiliares y fideicomisos públicos  

XII. Informar al Presidente Municipal sobre el resultado de la evaluación respecto 

de la gestión de las dependencias y entidades de la administración pública 

municipal;  

XIII. Turnar a la Unidad de Investigación las quejas y denuncias que de su análisis 

inicial resulten ser asuntos de mero trámite a efecto de su atención y 

resolución;  

XIV. Dictar las disposiciones que requiera el Órgano de Control Interno para la 

adecuada aplicación y cumplimiento de la Entrega-Recepción de la 

administración pública municipal, que previene la ley 213 Entrega Recepción 

del Estado de Guerrero. 

XV. Implementar los mecanismos internos que prevengan actos u omisiones que 

pudieran constituir responsabilidades administrativas, en los términos 

establecidos por el Sistema Nacional y el Sistema Estatal Anticorrupción; 

XVI. Revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos y 

participaciones públicas, según corresponda en el ámbito de su competencia;  

XVII. Presentar denuncias por hechos que las leyes señalen como presuntamente 

constitutivos de delitos ante la Fiscalía Especializada en Combate a la 

Corrupción, en materia de delitos relacionados con hechos de corrupción en 

el Estado;  

XVIII. Vigilar el cumplimiento de las obligaciones de proveedores y contratistas de 

la Administración Pública Municipal;  



 

XIX. Emplear medidas de apremio permitidas por las leyes y reglamentos 

aplicables, cuando fueren necesarias para el ejercicio de sus funciones; y  

XX. Proponer y aprobar los manuales administrativos del Órgano de Control 

Interno; 

XXI. Administrar el libro de registro y seguimiento de denuncias presentadas ante 

el Órgano de Control Interno;  
XXII. Las demás que le encomienden expresamente las leyes y reglamentos. 

Articulo 13.-En los procedimientos administrativos por actos u omisiones que hayan 

sido calificados como no graves, además de las facultades señaladas en los 

artículos anteriores, el Órgano de Control Interno será competente para resolver los 

procedimientos de responsabilidad administrativa derivados de la comisión de 

dichas faltas, y en su caso imponer sanciones en los términos previstos en la Ley. 

CAPÍTULO CUARTO 

DE LA ESTRUCTURA ORGÁNICA 

Artículo 12.- Para el adecuado desempeño de sus funciones, el estudio, la gestión, 

la planeación, el despacho y la resolución de los asuntos de su competencia el 

Órgano de Control Interno contará con la estructura orgánica:  

I. Titular del Órgano de Control Interno Municipal. 

II. Titular de la Unidad Investigadora  

III. Titular de la Unidad de Substanciación 

Artículo 9.- Con independencia de la estructura y funciones del Órgano de Control 

Interno, las Direcciones, Servidores Públicos y cualquier otro ente o dependencia 

deberán proporcionar la información requerida, permitir la revisión y atender los 

requerimientos que les presente el Órgano de Control Interno, sin que dicha revisión 



 

interfiera u obstaculice el ejercicio de las funciones o atribuciones propias de su 

cargo o comisión.  

Artículo 10.- Al Contralor, le corresponderá la representación del Órgano de Control 

Interno del Municipio, el conocimiento, trámite y resolución de los asuntos de su 

competencia. Así como las obligaciones establecidas en la Ley Orgánica del 

Municipio Libre del Estado de Guerrero, el Bando de Policía y Gobierno y demás 

normativa aplicable.  

TÍTULO TERCERO 

CAPITULO PRIMERO 

INICIO DE LA INVESTIGACIÓN 

Artículo 11. En el curso de toda investigación deberán observarse los principios de 

legalidad, imparcialidad, objetividad, congruencia, verdad material y respeto a los 

derechos humanos. El titular de la Unidad Investigadora será responsable de la 

oportunidad, exhaustividad y eficiencia en la investigación, la integralidad de los 

datos y documentos, así como el resguardo del expediente en su conjunto. 

Igualmente, incorporarán a sus investigaciones, las técnicas, tecnologías y métodos 

de investigación que observen las mejores prácticas internacionales.  

Artículo 12. La investigación por la presunta responsabilidad de faltas 

administrativas iniciará de oficio, por denuncia o derivado de las auditorías 

practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su caso, de auditores 

externos.  

Las denuncias podrán ser anónimas. En su caso, la autoridad investigadora 

mantendrá con carácter de confidencial la identidad de las personas que denuncien 

las presuntas infracciones.  



 

Artículo 13. La autoridad investigadora establecerá área de fácil acceso, para que 

cualquier interesado pueda presentar denuncias por presuntas faltas 

administrativas, de conformidad con los criterios establecidos en la presente Ley.  

Artículo 14. La denuncia deberá contener los datos o indicios que permitan advertir 

la presunta responsabilidad administrativa por la comisión de faltas administrativas.  

Artículo 15. Para el cumplimiento de sus atribuciones, la autoridad investigadora 

llevará de oficio las auditorías o investigaciones debidamente fundadas y motivadas 

respecto de las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan 

constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia.  

Lo anterior sin menoscabo de las investigaciones que se deriven de las denuncias 

a que se hace referencia en el capítulo anterior.  

Artículo 16. La autoridad investigadora tendrá acceso a la información necesaria 

para el esclarecimiento de los hechos, con inclusión de aquélla que las 

disposiciones legales en la materia consideren con carácter de reservada o 

confidencial, siempre que esté relacionada con la comisión de infracciones a que se 

refiere esta Ley, con la obligación de mantener la misma reserva o secrecía, 

conforme a lo que determinen las leyes.  

Para el cumplimiento de las atribuciones de la autoridad investigadora, durante el 

desarrollo de investigaciones por faltas administrativas graves, no les serán 

oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en 

materia fiscal bursátil, fiduciario o la relacionada con operaciones de depósito, 

administración, ahorro e inversión de recursos monetarios.  

Esta información conservará su calidad en los expedientes correspondientes, para 

lo cual se celebrarán convenios de colaboración con las autoridades 

correspondientes.  



 

 

La autoridad encargada de la investigación, por conducto de su titular, podrá 

ordenar la práctica de visitas de verificación, las cuales se sujetarán a lo previsto en 

el Código de Procedimientos Contenciosos Administrativos del Estado de Guerrero.  

Artículo 17. Las personas físicas o morales, públicas o privadas, que sean sujetos 

de investigación por presuntas irregularidades cometidas en el ejercicio de sus 

funciones, deberán atender los requerimientos que, debidamente fundados y 

motivados, les formulen las autoridades investigadoras.  

La autoridad investigadora otorgará un plazo de cinco hasta quince días hábiles 

para la atención de sus requerimientos, sin perjuicio de poder ampliarlo por causas 

debidamente justificadas, cuando así lo soliciten los interesados. Esta ampliación 

no podrá exceder en ningún caso la mitad del plazo previsto originalmente.  

Los entes públicos a los que se les formule requerimiento de información, tendrán 

la obligación de proporcionarla en el mismo plazo a que se refiere el párrafo anterior, 

contado a partir de que la notificación surta sus efectos. Cuando los entes públicos, 

derivado de la complejidad de la información solicitada, requieran de un plazo mayor 

para su atención, deberán solicitar la prórroga debidamente justificada ante la 

autoridad investigadora. De concederse la prórroga en los términos solicitados, el 

plazo que se otorgue será improrrogable. Esta ampliación no podrá exceder en 

ningún caso la mitad del plazo previsto originalmente.  

Además de las atribuciones a las que se refiere la presente Ley, durante la 

investigación la autoridad investigadora podrá solicitar información o documentación 

a cualquier persona física o moral con el objeto de esclarecer los hechos 

relacionados con la comisión de presuntas faltas administrativas.  

 



 

CAPÍTULO II 

CALIFICACIÓN DE FALTAS ADMINISTRATIVAS 

Artículo 18. Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades 

investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como de la información 

recabada, a efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones 

que la ley señale como falta administrativa y, en su caso, calificarla como grave o 

no grave.  

Una vez calificada la conducta en los términos del párrafo anterior, se incluirá la 

misma en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y este se 

presentará ante la autoridad substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de 

responsabilidad administrativa.  

Si no se encuentran elementos suficientes para demostrar la existencia de la 

infracción y la presunta responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de 

conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que pueda abrirse nuevamente 

la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no haya prescrito la 

facultad para sancionar.  

Artículo 19. La autoridad substanciadora, se abstendrán de iniciar el procedimiento 

de responsabilidad administrativa previsto en este Reglamento, cuando de las 

investigaciones practicadas o derivado de la valoración de las pruebas aportadas 

en el procedimiento referido, adviertan que no existe daño ni perjuicio a la Hacienda 

Pública Estatal o Municipal, o al patrimonio de los entes públicos y que se actualiza 

alguna de las siguientes hipótesis:  

I. Que la actuación del servidor público, en la atención, trámite o resolución 

de asuntos a su cargo, esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio 

opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas 



 

soluciones, siempre que la conducta o abstención no constituya una 

desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó 

en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó; o  

II. Que el acto u omisión fue corregido o subsanado de manera espontánea 

por el servidor público o implique error manifiesto y en cualquiera de estos 

supuestos, los efectos que, en su caso, se hayan producido  

TÍTULO CUARTO 

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

CAPÍTULO I 

Disposiciones comunes al procedimiento de responsabilidad administrativa . 

Artículo 20. En los procedimientos de responsabilidad administrativa deberán 

observarse los principios de legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, 

objetividad, congruencia, exhaustividad, verdad material y respeto a los derechos 

humanos.  

Artículo 21. El procedimiento de responsabilidad administrativa dará inicio cuando 

las autoridades substanciadoras, en el ámbito de su competencia, admitan el 

Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa.  

Artículo 22. En caso de que con posterioridad a la admisión del informe las 

autoridades investigadoras adviertan la probable comisión de cualquier otra falta 

administrativa imputable a la misma persona señalada como presunto responsable, 

deberán elaborar un diverso Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y 

promover el respectivo procedimiento de responsabilidad administrativa por 

separado, sin perjuicio de que, en el momento procesal oportuno, puedan solicitar 

su acumulación.  



 

Artículo 23. La autoridad a quien se encomiende la substanciación y, en su caso, 

resolución del procedimiento de responsabilidad administrativa, deberá ser distinto 

de aquél o aquellos encargados de la investigación. Para tal efecto el órgano de 

control interno, contará con la estructura orgánica necesaria para realizar las 

funciones correspondientes a las autoridades investigadoras y substanciadoras, y 

garantizarán la independencia entre ambas en el ejercicio de sus funciones.  

Artículo 24. Son partes en el procedimiento de responsabilidad administrativa:  

I. La autoridad investigadora;  

II. El servidor público señalado como presunto responsable de la falta 

administrativa grave o no grave;  

III. El particular, sea persona física o moral, señalado como presunto 

responsable en la comisión de faltas de particulares; y  

IV. Los terceros, que son todos aquellos a quienes pueda afectar la 

resolución que se dicte en el procedimiento de responsabilidad 

administrativa, incluido el denunciante.  

Artículo 25. Las partes señaladas en las fracciones II, III y IV del artículo anterior 

podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a una o varias personas con 

capacidad legal, quienes quedarán facultadas para interponer los recursos que 

procedan, ofrecer e intervenir en el desahogo de pruebas, alegar en las audiencias, 

pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad por 

inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la 

defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas 

facultades en un tercero. Las personas autorizadas conforme a la primera parte de 

este párrafo, deberán acreditar encontrarse legalmente autorizadas para ejercer la 

profesión de abogado o licenciado en derecho, debiendo proporcionar los datos 

correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización y mostrar la 

cédula profesional o carta de pasante para la práctica de la abogacía en las 



 

diligencias de prueba en que intervengan, en el entendido que el autorizado que no 

cumpla con lo anterior, perderá la facultad a que se refiere este artículo en perjuicio 

de la parte que lo haya designado, y únicamente tendrá las que se indican en el 

penúltimo párrafo de este artículo.  

Las personas autorizadas en los términos de este artículo, serán responsables de 

los daños y perjuicios que causen ante el que los autorice, de acuerdo a las 

disposiciones aplicables del Código Civil del Estado de Guerrero, relativas al 

mandato y las demás conexas.  

Los autorizados podrán renunciar a dicha calidad, mediante escrito presentado a la 

autoridad resolutora, haciendo saber las causas de la renuncia. Las partes podrán 

designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los 

autos, a cualquiera con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades 

a que se refieren los párrafos anteriores. Las partes deberán señalar expresamente 

el alcance de las autorizaciones que concedan.  

El acuerdo donde se resuelvan las autorizaciones deberá expresar con toda claridad 

el alcance con el que se reconoce la autorización otorgada.  

Tratándose de personas morales estas deberán comparecer en todo momento a 

través de sus representantes legales, o por las personas que éstos designen, 

pudiendo, asimismo, designar autorizados en términos de este artículo. 

Artículo 26. En lo que no se oponga a lo dispuesto en este Reglamento, será de 

aplicación supletoria lo dispuesto en la ley Número 465 de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de Guerrero y el Código de Procedimientos 

Contenciosos Administrativos del Estado de Guerrero, según corresponda.  

Artículo 27. En los procedimientos de responsabilidad administrativa se estimarán 

como días hábiles todos los del año, con excepción de aquellos días que, por virtud 



 

de ley, algún decreto o disposición administrativa, se determine como inhábil, 

durante los que no se practicará actuación alguna. Serán horas hábiles las que 

medien entre las 9:00 y las 15:00 horas. Las autoridades substanciadoras o 

resolutoras del asunto, podrán habilitar días y horas inhábiles para la práctica de 

aquellas diligencias que, a su juicio, lo requieran.  

CAPITULO SEGUNDO 

MEDIOS DE APREMIO 

Artículo 28. La autoridad investigadora, substanciadora o resolutora, podrán hacer 

uso de los siguientes medios de apremio para hacer cumplir sus determinaciones:  

I. Multa de cien a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización, la cual podrá duplicarse o triplicarse en cada 

ocasión, hasta alcanzar dos mil veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización, en caso de renuencia al cumplimiento del 

mandato respectivo;  

II. Arresto hasta por treinta y seis horas; y  

III. Solicitar el auxilio de la fuerza pública de cualquier orden de gobierno, los 

que deberán de atender de inmediato el requerimiento de la autoridad. 

Artículo 29. Las medidas de apremio podrán ser decretadas sin seguir 

rigurosamente el orden en que han sido enlistadas en el artículo que antecede, o 

bien, decretar la aplicación de más de una de ellas, para lo cual la autoridad deberá 

ponderar las circunstancias del caso.  

Artículo 30. En caso de que pese a la aplicación de las medidas de apremio no se 

logre el cumplimiento de las determinaciones ordenadas, se dará vista a la autoridad 

penal competente para que proceda en los términos de la legislación aplicable.  

Medidas cautelares  



 

Artículo 31. La autoridad investigadora podrán solicitar a la autoridad 

substanciadora o resolutora, que decrete aquellas medidas cautelares que:  

I. Eviten el ocultamiento o destrucción de pruebas;  

II. Impidan la continuación de los efectos perjudiciales de la presunta falta 

administrativa;  

III. Eviten la obstaculización del adecuado desarrollo del procedimiento de 

responsabilidad administrativa; y  

IV. Eviten un daño irreparable a la Hacienda Pública Estatal o Municipal, o al 

patrimonio de los entes públicos. No se podrán decretar medidas 

cautelares en los casos en que se cause un perjuicio al interés social o 

se contravengan disposiciones de orden público.  

Artículo 32. Podrán ser decretadas como medidas cautelares las siguientes:  

I. Suspensión temporal del servidor público señalado como presuntamente 

responsable del empleo, cargo o comisión que desempeñe. Dicha 

suspensión no prejuzgará ni será indicio de la responsabilidad que se le 

impute, lo cual se hará constar en la resolución en la que se decrete. 

Mientras dure la suspensión temporal se deberán decretar, al mismo 

tiempo, las medidas necesarias que le garanticen al presunto responsable 

mantener su mínimo vital y de sus dependientes económicos; así como 

aquellas que impidan que se le presente públicamente como responsable 

de la comisión de la falta que se le imputa. En el supuesto de que el 

servidor público suspendido temporalmente no resultare responsable de 

los actos que se le imputan, la secretaría, dependencia o entidad donde 

preste sus servicios lo restituirán en el goce de sus derechos y le cubrirán 

las percepciones que debió recibir durante el tiempo en que se halló 

suspendido; 



 

II. Exhibición de documentos originales relacionados directamente con la 

presunta falta administrativa;  

III. Apercibimiento de multa de cien y hasta ciento cincuenta veces el valor 

diario de la Unidad de Medida y Actualización, para conminar a los 

presuntos responsables y testigos, a presentarse el día y hora que se 

señalen para el desahogo de pruebas a su cargo, así como para señalar 

un domicilio para practicar cualquier notificación personal relacionada con 

la substanciación y resolución del procedimiento de responsabilidad 

administrativa;   

IV. Embargo precautorio de bienes; aseguramiento o intervención 

precautoria de negociaciones. Al respecto será aplicable de forma 

supletoria el Código Fiscal del Estado de Guerrero; y  

V. Las que sean necesarias para evitar un daño irreparable a la Hacienda 

Pública Estatal o Municipal, o al patrimonio de los entes públicos, para lo 

cual las autoridades resolutoras del asunto, podrán solicitar el auxilio y 

colaboración de cualquier autoridad del país.  

Artículo 33. El otorgamiento de medidas cautelares se tramitará de manera 

incidental. El escrito en el que se solicite deberá señalar las pruebas cuyo 

ocultamiento o destrucción se pretende impedir; los efectos perjudiciales que 

produce la presunta falta administrativa; los actos que obstaculizan el adecuado 

desarrollo del procedimiento de responsabilidad administrativa; o bien, el daño 

irreparable a la Hacienda Pública Estatal o Municipal, o al patrimonio de los entes 

públicos, expresando los motivos por los cuales se solicitan las medidas cautelares 

y donde se justifique su pertinencia. En cualquier caso, se deberá indicar el nombre 

y domicilios de quienes serán afectados con las medidas cautelares, para que, en 

su caso, se les dé vista del incidente respectivo.  



 

Artículo 34. Con el escrito por el que se soliciten las medidas cautelares se dará 

vista a todos aquellos que serán directamente afectados con las mismas, para que 

en un término de cinco días hábiles manifiesten lo que a su derecho convenga. Si 

la autoridad que conozca del incidente lo estima necesario, en el acuerdo de 

admisión podrá conceder provisionalmente las medidas cautelares solicitadas.  

Artículo 35. Transcurrido el plazo señalado en el artículo anterior la autoridad 

resolutora dictará la resolución interlocutoria que corresponda dentro de los cinco 

días hábiles siguientes. En contra de dicha determinación no procederá recurso 

alguno.  

Artículo 36. Las medidas cautelares que tengan por objeto impedir daños a la 

Hacienda Pública Estatal o Municipal, o al patrimonio de los entes públicos sólo se 

suspenderán cuando el presunto responsable otorgue garantía suficiente de la 

reparación del daño y los perjuicios ocasionados.  

Artículo 37. Se podrá solicitar la suspensión de las medidas cautelares en cualquier 

momento del procedimiento, debiéndose justificar las razones por las que se estime 

innecesario que éstas continúen, para lo cual se deberá seguir el procedimiento 

incidental descrito en esta sección. Contra la resolución que niegue la suspensión 

de las medidas cautelares no procederá recurso alguno.  

CAPÍTULO TERCERO 

PRUEBAS 

Artículo 38. Para conocer la verdad de los hechos las autoridades resolutoras 

podrán valerse de cualquier persona o documento, ya sea que pertenezca a las 

partes o a terceros, sin más limitación de que las pruebas hayan sido obtenidas 

lícitamente, y con pleno respeto a los derechos humanos, sólo estará excluida la 

confesional a cargo de las partes por absolución de posiciones.  



 

Artículo 39. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la 

sana crítica y de la experiencia.  

Artículo 40. Las autoridades resolutoras recibirán por sí mismas las declaraciones 

de testigos y peritos, y presidirán todos los actos de prueba bajo su más estricta 

responsabilidad.  

Artículo 41. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus 

funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a 

la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.  

Artículo 42. Las documentales privadas, las testimoniales, las inspecciones y las 

periciales y demás medios de prueba lícitos que se ofrezcan por las partes, solo 

harán prueba plena cuando a juicio de la autoridad resolutora del asunto resulten 

fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la 

relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la 

veracidad de los hechos. 

 Artículo 43. Toda persona señalada como responsable de una falta administrativa 

tiene derecho a que se presuma su inocencia hasta que no se demuestre, más allá 

de toda duda razonable, su culpabilidad. La autoridad investigadora tendrán la carga 

de la prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren la 

existencia de tales faltas, así como la responsabilidad de aquellos a quienes se 

imputen las mismas. Quienes sean señalados como presuntos responsables de una 

falta administrativa no estarán obligados a confesar su responsabilidad, ni a declarar 

en su contra, por lo que su silencio no deberá ser considerado como prueba o indicio 

de su responsabilidad en la comisión de los hechos que se le imputan.  

Artículo 44. Las pruebas deberán ofrecerse en los plazos señalados en esta Ley. 

Las que se ofrezcan fuera de ellos no serán admitidas salvo que se trate de pruebas 

supervenientes, entendiéndose por tales, aquellas que se hayan producido con 



 

posterioridad al vencimiento del plazo para ofrecer pruebas; o las que se hayan 

producido antes, siempre que el que las ofrezca manifieste bajo protesta de decir 

verdad que no tuvo la posibilidad de conocer su existencia.  

Artículo 45. De toda prueba superveniente se dará vista a las partes por un término 

de tres días para que manifiesten lo que a su derecho convenga.  

Artículo 46. Los hechos notorios no serán objeto de prueba, pudiendo la autoridad 

que resuelva el asunto referirse a ellos aun cuando las partes no los hayan 

mencionado.  

Artículo 47. En caso de que cualquiera de las partes haya solicitado la expedición 

de un documento o informe que obre en poder de cualquier persona o ente público, 

y no se haya expedido sin causa justificada, la autoridad resolutora del asunto 

ordenará que se expida la misma, para lo cual podrá hacer uso de los medios de 

apremio previstos en esta Ley.  

Artículo 48. Cualquier persona, aun cuando no sea parte en el procedimiento, tiene 

la obligación de prestar auxilio a las autoridades resolutoras del asunto para la 

averiguación de la verdad, por lo que deberán exhibir cualquier documento o cosa, 

o rendir su testimonio en el momento en que sea requerida para ello. Estarán 

exentos de tal obligación los ascendientes, descendientes, cónyuges y personas 

que tengan la obligación de mantener el secreto profesional, en los casos en que 

se trate de probar contra la parte con la que estén relacionados.  

Artículo 49. La autoridad resolutora del asunto podrá ordenar la realización de 

diligencias para mejor proveer, sin que por ello se entienda abierta de nuevo la 

investigación, disponiendo la práctica o ampliación de cualquier diligencia 

probatoria, siempre que resulte pertinente para el conocimiento de los hechos 

relacionados con la existencia de la falta administrativa y la responsabilidad de quien 

la haya cometido. Con las pruebas que se alleguen al procedimiento derivadas de 



 

diligencias para mejor proveer se dará vista a las partes por el término de tres días 

para que manifiesten lo que a su derecho convenga, pudiendo ser objetadas en 

cuanto a su alcance y valor probatorio en la vía incidental.  

Artículo 50. Cuando la preparación o desahogo de las pruebas deba tener lugar 

fuera del ámbito jurisdiccional de la autoridad resolutora del asunto, podrá solicitar, 

mediante exhorto o carta rogatoria, la colaboración de las autoridades competentes 

del lugar. Tratándose de cartas rogatorias se estará a lo dispuesto en los tratados y 

convenciones de los que México sea parte.  

CAPÍTULO CUARTO 

ACUMULACIÓN 

Artículo 51. La acumulación será procedente:  

I. Cuando a dos o más personas se les atribuya la comisión de una o más 

faltas administrativas que se encuentren relacionadas entre sí con la 

finalidad de facilitar la ejecución o asegurar la consumación de cualquiera 

de ellas; y  

II. Cuando se trate de procedimientos de responsabilidad administrativa 

donde se imputen dos o más faltas administrativas a la misma persona, 

siempre que se encuentren relacionadas entre sí, con la finalidad de 

facilitar la ejecución o asegurar la consumación de cualquiera de ellas.  

TÍTULO SEXTO 

NOTIFICACIONES 

Artículo 52. Las notificaciones se tendrán por hechas a partir del día hábil siguiente 

en que surtan sus efectos.  



 

Artículo 53. Las notificaciones podrán ser hechas a las partes personalmente o por 

los estrados. 

Artículo 54. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente 

en que se realicen. Las autoridades investigadoras substanciadoras o resolutoras 

del asunto, según corresponda, podrán solicitar mediante exhorto, la colaboración 

de la Secretaría y los órganos internos de control, o de los tribunales, para realizar 

las notificaciones personales que deban llevar a cabo respecto de aquellas 

personas que se encuentren en lugares que se hallen fuera de su jurisdicción.  

Artículo 55. Las notificaciones por estrados surtirán sus efectos dentro de los tres 

días hábiles siguientes en que sean colocados en los lugares destinados para tal 

efecto. La autoridad investigadora, substanciadora o resolutora del asunto, deberá 

certificar el día y hora en que hayan sido colocados los acuerdos en los estrados 

respectivos.  

Artículo 56. Serán notificados personalmente:  

I. El emplazamiento al presunto o presuntos responsables para que 

comparezcan al procedimiento de responsabilidad administrativa. Para 

que el emplazamiento se entienda realizado se les deberá entregar copia 

certificada del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y del 

acuerdo por el que se admite; de las constancias del Expediente de 

Presunta Responsabilidad Administrativa integrado en la investigación, 

así como de las demás constancias y pruebas que hayan aportado u 

ofrecido las autoridades investigadoras para sustentar el Informe de 

Presunta Responsabilidad Administrativa; II.  

II. El acuerdo de admisión del Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa;  



 

III. El acuerdo por el que se ordene la citación a la audiencia inicial del 

procedimiento de responsabilidad administrativa;   

IV. En el caso de faltas administrativas graves, el acuerdo por el que remiten 

las constancias originales del expediente del procedimiento de presunta 

responsabilidad administrativa al Tribunal encargado de resolver el 

asunto; 

V. Los acuerdos por lo que se aperciba a las partes o terceros, con la 

imposición de medidas de apremio;  

VI. La resolución definitiva que se pronuncie en el procedimiento de 

responsabilidad administrativa; y  

VII. Las demás que así se determinen en la Ley, o que las autoridades 

substanciadoras o resolutoras del asunto consideren pertinentes para el 

mejor cumplimiento de sus resoluciones.  

TITULO QUINTO CAPÍTULO PRIMERO 

INFORMES DE PRESUNTA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

Artículo 57. El Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa será emitido por 

la autoridad investigadora, el cual deberá contener los elementos siguientes:  

I. El nombre de la autoridad investigadora;  

II. El domicilio de la autoridad investigadora para oír y recibir notificaciones; 

III. El nombre o nombres de los servidores públicos que podrán imponerse 

de los autos del expediente de responsabilidad administrativa por parte 

de la autoridad investigadora, precisando el alcance que tendrá la 

autorización otorgada; 

IV. El nombre y domicilio del servidor público a quien se señale como 

presunto responsable, así como el ente público al que se encuentre 

adscrito y el cargo que ahí desempeñe. En caso de que los presuntos 



 

responsables sean particulares, se deberá señalar su nombre o razón 

social, así como el domicilio donde podrán ser emplazados;  

V. La narración lógica y cronológica de los hechos que dieron lugar a la 

comisión de la presunta falta administrativa;  

VI. La infracción que se imputa al señalado como presunto responsable, 

señalando con claridad las razones por las que se considera que ha 

cometido la falta;  

VII. Las pruebas que se ofrecerán en el procedimiento de responsabilidad 

administrativa, para acreditar la comisión de la falta administrativa, y la 

responsabilidad que se atribuye al señalado como presunto responsable, 

debiéndose exhibir las pruebas documentales que obren en su poder, o 

bien, aquellas que, no estándolo, se acredite con el acuse de recibo 

correspondiente debidamente sellado, que las solicitó con la debida 

oportunidad;  

VIII. La solicitud de medidas cautelares, de ser el caso; y  

IX. Firma autógrafa de autoridad investigadora.  

Artículo 58. En caso de que la autoridad substanciadora advierta que el Informe de 

Presunta Responsabilidad Administrativa adolece de alguno o algunos de los 

requisitos señalados en el artículo anterior, o que la narración de los hechos sea 

obscura o imprecisa, prevendrá a la autoridad investigadora para que los subsane 

en un término de tres días.  

En caso de no hacerlo se tendrá por no presentado dicho informe, sin perjuicio de 

que la autoridad investigadora podrá presentarlo nuevamente siempre que la 

sanción prevista para la falta administrativa en cuestión no haya prescrito. Sección 

Décima Improcedencia y sobreseimiento  

Artículo 59. Son causas de improcedencia del procedimiento de responsabilidad 

administrativa, las siguientes:  



 

I. Cuando la falta administrativa haya prescrito;  

II. Cuando los hechos o las conductas materia del procedimiento no sea 

competencia de las autoridades substanciadoras o resolutoras del 

asunto. En este caso, mediante oficio, el asunto se deberá hacer del 

conocimiento a la autoridad que se estime competente;  

III. Cuando las faltas administrativas que se imputen al presunto responsable 

ya hayan sido objeto de una resolución que hayan causado ejecutoria 

pronunciada por las autoridades resolutoras del asunto, siempre que el 

señalado como presunto responsable sea el mismo en ambos casos; 

IV. Cuando de los hechos que se refieran en el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa, no se advierta la comisión de faltas 

administrativas; y   

V. Cuando se omita acompañar el Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa.  

Artículo 60.- Para efectos de llevar a cabo Auditorias Contables y Financieras, 

se podrá contar con un profesionista en las ramas de fiscalización o contabilidad 

de manera externa, quienes tendrán como objetivo coordinar y ejecutar 

actividades de fiscalización para asegurar que la aplicación de recursos 

públicos, ingresos, egresos y el manejo del patrimonio del Municipio, 

conformidad con las disposiciones normativas aplicables.  

Artículo 15.- Para tales efectos del presente Reglamento, dicho profesionista 

externo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:  

I. Solicitar a las Direcciones del Municipio, la información necesaria para la 

planeación de las auditorías, previa autorización por el titular del Órgano 

de Control Interno;  



 

II. Integrar y presentar, para visto bueno del titular del Órgano de Control 

Interno, los Programas Operativos Anuales y de Auditoria, así como los 

informes de avance de su desarrollo;  
III. Promover, ante las áreas del Municipio, la implementación y la mejora 

continua de los controles internos y procedimientos que coadyuven a la 

protección del patrimonio y recursos del mismo;  
IV. Suscribir los oficios de solicitud de información, así como elaborar, para 

autorización del titular del Órgano de Control Interno, los oficios del 

seguimiento de las acciones correctivas y preventivas determinadas; 
V. Practicar las auditorias registradas en el Programa Operativo Anual, de 

conformidad con las normas aplicables. Así como presentar al titular del 

Órgano de Control Interno los resultados y observaciones de las 

auditorías realizadas;  
VI. Efectuar el seguimiento de las acciones preventivas y correctivas de las 

auditorías realizadas a las áreas del Municipio, así como aquellas 

formuladas por instancias de fiscalización externas;  
VII. Verificar que las adquisiciones, arrendamientos, servicios, obras públicas 

y servicios relacionados con las mismas, se realicen, según corresponda, 

conforme a lo establecido en las disposiciones aplicables de la materia;  
VIII. Proponer al titular de la Contraloría Municipal, las áreas susceptibles de 

evaluación por parte de despachos externos;  
IX. Realizar visitas, inspecciones, compulsas y solicitudes de información 

que se estimen pertinentes a las áreas del Municipio y a terceros con 

quienes se contrate la realización de adquisiciones, arrendamientos, 

servicios, obras públicas y servicios relacionados con las mismas, e 

igualmente podrá solicitar a los Servidores Públicos y/o ex Servidores 

Públicos de Municipio y a los proveedores o contratistas todos los datos 

e informes relacionados con los actos de que se trate;  



 

X. Revisar, en el ámbito de su competencia, los actos u omisiones que 

impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, 

manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos del Municipio. Y en 

caso de existir elementos hacerlo del conocimiento del Contralor Interno 

para que sea turnado al Titular de Unidad Investigadora y Recepción de 

Quejas y Denuncias;  
XI. Realizar auditorías al presupuesto de ingresos y egresos del Municipio, 

en cualquiera de sus momentos contables;  
XII. Realizar revisiones a las operaciones financieras, de la Dirección de 

Finanzas Municipal, presentando al Contralor Interno los resultados de 

las mismas; 
XIII. Emitir dictamen anual, dar seguimiento a las acciones preventivas y 

correctivas emitidas;  
XIV. Auxiliar en la elaboración de pronósticos de ingresos y el presupuesto de 

egresos para el municipio;  
XV. Vigilar que el cumplimiento de sus funciones, objetivos y metas de las 

dependencias municipales se apeguen a las disposiciones legales 

aplicables;  
XVI. Revisar y vigilar la correcta aplicación y contabilización de los recursos 

financieros administrados por el municipio, de conformidad con la 

legislación vigente y con los programas de trabajo establecidos;  
XVII. Verificar que tanto los ingresos como los, egresos cuenten con sus 

correspondientes soportes documentales;  
XVIII. Supervisar el control de las partidas presupuéstales para efecto de evitar 

sobregiro y, en su caso, proponer que se solicite al H. Ayuntamiento la 

modificación presupuestal correspondiente;  
XIX. Auditar aleatoria y periódicamente la nómina de las diferentes 

dependencias municipales, así como las listas de raya existentes;  



 

XX. Auxiliar en la concentración de la cuenta pública; 
XXI. Revisar los estados financieros de cuenta y las conciliaciones bancarias, 

para verificación del contralor municipal;  
XXII. Elaborar oficio de observaciones y recomendaciones, dándole 

seguimiento para su solventación;  
XXIII. Constatar que la cuenta pública sea remitida a la Auditoria Superior del 

Estado de Guerrero de manera adecuada y oportuna;  
XXIV. Auxiliar en la solventación de observaciones o faltantes emitidas por los 

diferentes entes fiscalizadores.  
XXV. Practicar de manera periódica, auditorías a las dependencias de la 

administración pública municipal;  
XXVI. Rendir informes al contralor municipal respecto de los resultados 

obtenidos de las revisiones y auditorías practicadas;  
XXVII. Instrumentar y promover la capacitación permanente del personal de las 

dependencias municipales cuando éstas lo soliciten, siempre y cuando 

sean materia de la competencia de esta auxiliaría, y  
XXVIII. Las demás atribuciones que las disposiciones legales y reglamentarias 

confieran, así como las que le confiera el Contralor Municipal, de acuerdo 

al ámbito de su competencia.  

Artículo 61 Para efectos de llevar a cabo Auditorias de Obras, se podrá contar con 

un profesionista de manera externa a fines de las ramas de Arquitectura, Ingeniería 

Civil o equivalente, quienes tendrán como objetivo vigilar que las obras que en forma 

directa o que en participación con otros organismos realice el municipio, se ajuste a 

las disposiciones legales, ya sean federales, estatales o municipales, vigentes y a 

las especificaciones previamente fijadas, realizando las evaluaciones y revisiones 

que resulten necesarias.  



 

Artículo 62.- Para tales efectos del presente Reglamento, tendrá las siguientes 

funciones y atribuciones:  

I. Ajustarse en todo momento al programa de trabajo establecido. para 

su actividad, y a las revisiones y. auditorias específicas 

encomendadas por el H. Ayuntamiento, apegándose en ello a las 

normas y procedimientos de auditoria generalmente aceptados;  

II. Vigilar que las obras que en forma directa o que en participación con 

otros organismos realice el municipio, se ajuste a las disposiciones 

legales, ya sean federales, estatales o municipales, vigentes y a las 

especificaciones previamente fijadas, realizando las evaluaciones y 

revisiones que resulten necesarias;  

III. Auxiliar en la solventación de observaciones o faltantes emitidas por 

las distintas instancias fiscalizadoras. 

IV. Verificar que las adquisiciones y adjudicaciones de obra se realicen 

con apego a la legislación correspondiente;  

V. Coordinarse con el estado o con la dependencia federal que así lo 

solicité, para la evaluación de la aplicación de los fondos federales, 

estatales y de otras entidades destinados para obra pública, de 

conformidad con la legislación relativa, los convenios y acuerdos que 

al respecto celebre el H. Ayuntamiento con las entidades 

correspondientes;  

VI. Informar periódicamente al contralor municipal de sus actuaciones, así 

como del resultado de las auditorias y evaluaciones practicadas, 

proponiendo las medidas preventivas y correctivas que procedan;  

VII.  Elaborar los oficios de observaciones y recomendaciones y en su 

caso con el Contralor Municipal, levantar las actas de sitio y actas 



 

circunstanciadas, derivadas de las revisiones y auditorías practicadas, 

dándole seguimiento para su solventación;  

VIII. Informar al contralor municipal de los casos en que se presuma la 

existencia de responsabilidad administrativa y/o penal, anexando la 

documentación correspondiente; y  

IX. Las demás atribuciones que las disposiciones legales y 

reglamentarias le confieran, así como las que le asigne el Contralor 

Municipal. 

TITULO SEXTO 

CAPÍTULO PRIMERO 

DE LAS SANCIONES 

Artículo 63.- La resolución de los Procedimientos Administrativos quedaran a cargo 

del Contralor Interno Municipal, quien deberá de resolver conforme a derecho los 

procedimientos de responsabilidad administrativa instaurados por faltas 

administrativas leves, e imponer en su caso, las sanciones que correspondan  

Artículo 64.- Para tales efectos del presente Reglamento, el Contralor Interno, en 

la imposición de sanciones deberá considerar los elementos del empleo, cargo o 

comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, así como 

los siguientes:  

I. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la 

antigüedad en el servicio  

II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución;  
III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones.  

En caso de reincidencia de faltas administrativas no graves, la sanción que imponga 

el órgano de control interno no podrá ser igual o menor a la impuesta con 



 

anterioridad. Se considerará reincidente al que habiendo incurrido en una infracción 

que haya sido sancionada y haya causado ejecutoria, cometa otra del mismo tipo.  

Artículo 65. Corresponde al Contralor Interno Municipal imponer las sanciones por 

faltas administrativas no graves, y ejecutarlas. Podrán abstenerse de imponer la 

sanción que corresponda siempre que el servidor público:  

I. No haya sido sancionado previamente por la misma falta administrativa 

no grave;  

II. No haya actuado de forma dolosa. La Secretaría o los órganos de control 

internos dejarán constancia de la no imposición de la sanción a que se 

refiere el párrafo anterior.  

TÍTULO SEPTIMO 

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA CUYA 

RESOLUCION CORRESPONDA AL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

Artículo 66. En los asuntos relacionados con faltas administrativas graves o faltas 

de particulares, se deberá proceder de conformidad con el procedimiento previsto 

en este artículo. Las autoridades substanciadoras deberán observar lo dispuesto en 

el artículo 14 de este Reglamento, luego de lo cual a más tardar dentro de los tres 

días hábiles siguientes de haber concluido la audiencia inicial, la autoridad 

substanciadora deberá, bajo su responsabilidad, enviar al Tribunal de Justicia 

Administrativa los autos originales del expediente, así como notificar a las partes de 

la fecha de su envío, indicando el domicilio del Tribunal encargado de la resolución 

del asunto. 

TÍTULO OCTAVO  

CAPÍTULO PRIMERO 



 

DE LAS RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS Y/0 EX SERVIDORES PÚBLICOS 

Artículo 67.- Los Servidores Públicos del Municipio, en coadyuvancia con el Órgano 

de Control Interno, además de las obligaciones propias de su cargo o comisión, 

señaladas en las disposiciones normativas correspondientes, están obligados a dar 

cumplimiento a lo siguiente:  

I. Remitir al Órgano de Control Interno en los términos del presente 

reglamento la información que les sea requerida para el cumplimiento de 

sus funciones;  

II. Permitir la revisión y atender los requerimientos que le presente el Órgano 

de Control Interno; e  

III. Informar oportunamente al Órgano de Control Interno de cualquier 

irregularidad que se presente dentro de las áreas bajo su responsabilidad. 

Artículo 68.- Los Ex Servidores Públicos del Municipio, deberán remitir en tiempo y 

forma al Órgano de Control Interno en los términos del presente reglamento la 

información que les sea requerida para el cumplimiento de sus funciones, así como 

atender los requerimientos que le presente el órgano de Control Interno.  

TÍTULO NOVENO  

CAPÍTULO PRIMERO 

DEL SISTEMA DE EVOLUCIÓN PATRIMONIAL, DE DECLARACIÓN DE 
CONFLICTO DE INTERESES Y DE PRESENTACIÓN DE LA CONSTANCIA DE 

DECLARACIÓN FISCAL  

Artículo 69.- El Órgano de Control Interno será el encargado de dar seguimiento al 

Sistema de Evolución Patrimonial, de Declaración de Conflicto de Intereses y de 

Presentación de la Constancia de Declaración Final; y tendrá bajo su custodia el 

Padrón de Sujetos Obligados y la Plataforma Digital Local.  



 

Artículo 70.- La presentación de la Declaración de Situación Patrimonial, de 

Conflicto de Intereses y Fiscal, se sujetará a lo establecido en la Ley 465 de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de Guerrero.  

 

TÍTULO DÉCIMO  

CAPÍTULO PRIMERO 

DEL PROCESO DE ENTREGA-RECEPCIÓN 

Artículo 71.- El Órgano de Control Interno intervendrá en el proceso de entrega 

recepción, por inicio o conclusión del encargo de los Servidores Públicos que 

corresponda con el propósito de realizar en forma ordenada, completa, transparente 

y homogénea, el proceso de entrega-recepción de los recursos humanos, 

materiales, financieros y patrimoniales del Municipio.  

Artículo 72.- El proceso de entrega-recepción se sujetará a lo establecido en la Ley 

213 de Entrega y Recepción, así como en las leyes aplicables.  

 

TÍTULO DECIMOPRIMERO 

DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

CAPÍTULO PRIMERO 

REVOCACION 

Artículo 73. Los servidores públicos que resulten responsables por la comisión de 

faltas administrativas no graves en los términos de las resoluciones administrativas 

que se dicten conforme a lo dispuesto en el presente título por este órgano de control 

interno, podrán interponer el recurso de revocación ante la autoridad que emitió la 

resolución dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que surta 



 

efectos la notificación respectiva. Las resoluciones que se dicten en el recurso de 

revocación serán impugnables ante el Tribunal de Justicia Administrativa.  

Artículo 74. La tramitación del recurso de revocación se sujetará a las normas 

siguientes:  

I. Se iniciará mediante escrito en el que deberán expresarse los agravios 

que a juicio del servidor público le cause la resolución, así como el 

ofrecimiento de las pruebas que considere necesario rendir;  

II. El Órgano de Control Interno acordará sobre la prevención, admisión o 

desechamiento del recurso en un término de tres días hábiles; en caso de 

admitirse, tendrá que acordar sobre las pruebas ofrecidas, desechando 

de plano las que no sean idóneas para desvirtuar los hechos en que se 

base la resolución;  

III. Si el escrito de interposición del recurso de revocación no cumple con 

alguno de los requisitos establecidos en la fracción I de este artículo y la 

autoridad no cuenta con elementos para subsanarlos se prevendrá al 

recurrente, por una sola ocasión, con el objeto de que subsane las 

omisiones dentro de un plazo que no podrá exceder de tres días contados 

a partir del día siguiente de la notificación de la prevención, con el 

apercibimiento de que, de no cumplir, se desechará el recurso de 

revocación. La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que 

tiene la autoridad para resolver el recurso, por lo que comenzará a 

computarse a partir del día siguiente a su desahogo; y  

IV. Desahogadas las pruebas, si las hay, el Órgano de Control Interno o el 

servidor público en quien delegue esta facultad, dictará resolución dentro 

de los treinta días hábiles siguientes, notificándolo al interesado en un 

plazo no mayor de setenta y dos horas.  



 

Artículo 75. La interposición del recurso suspenderá la ejecución de la resolución 

recurrida, si concurren los siguientes requisitos:  

I. Que la solicite el recurrente; y  

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones 

de orden público. En los casos en que sea procedente la suspensión, pero 

pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero y la misma se conceda, el 

quejoso deberá otorgar garantía bastante para reparar el daño e 

indemnizar los perjuicios que con aquélla se causen si no obtuvo 

resolución favorable. Cuando con la suspensión puedan afectarse 

derechos del tercero interesado que no sean estimables en dinero, la 

autoridad que resuelva el recurso fijará discrecionalmente el importe de 

la garantía. La autoridad deberá de acordar en un plazo no mayor de 

veinticuatro horas respecto a la suspensión que solicite el recurrente.  

CAPÍTULO SEGUNDO 

RECLAMACION 

Artículo 76. El recurso de reclamación procederá en contra de las resoluciones de 

las autoridades substanciadoras o resolutorias que admitan, desechen o tengan por 

no presentado el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, la 

contestación o alguna prueba; las que decreten o nieguen el sobreseimiento del 

procedimiento de responsabilidad administrativa antes del cierre de instrucción; y 

aquéllas que admitan o rechacen la intervención del tercero interesado.  

Artículo 77. La reclamación se interpondrá ante la autoridad substanciadora o 

resolutora, según corresponda, que haya dictado el auto recurrido, dentro de los 

cinco días hábiles siguientes a aquél en que surta efectos la notificación de que se 

trate. Interpuesto el recurso, se ordenará correr traslado a la contraparte por el 

término de tres días hábiles para que exprese lo que a su derecho convenga, sin 



 

más trámite, se dará cuenta al Tribunal de Justicia Administrativa para que resuelva 

en el término de cinco días hábiles. De la reclamación conocerá la autoridad 

substanciadora o resolutora que haya emitido el auto recurrido. La resolución de la 

reclamación no admitirá recurso legal alguno.  

 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. – El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en los medios de divulgación utilizados por este H. Ayuntamiento de 

Iliatenco, Guerrero.  

SEGUNDO. – Las disposiciones contenidas en el Presente Reglamento son de 

observancia general para todos los habitantes del Municipio de Iliatenco, Guerrero.  

 

TERCERO. – Se abrogan las disposiciones que se opongan a lo establecido en el 

presente Reglamento. 

 

 

Dado en la Sala de Cabildo recinto oficial del H. Ayuntamiento del Municipio de 

Iliatenco, Guerrero, el día seis del mes de junio del año 2025. 

 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. 

 

 

 

 

 



 

 

Atentamente 

Por el Honorable Cabildo del H. Ayuntamiento  

Constitucional de Iliatenco, Guerrero 2024- 2027 

 

 

 
 
_______________________________ 

Profr. Gerardo Olivera Raymundo. 
Presidente Municipal. 

 
 

_______________________________ 
Profr. Anastacia Sánchez De Aquino. 

Síndica Procuradora. 
 
 
 

______________________________ 
C. Pedro Valdez Mosso. 

Regidor de Educación y Juventud. 

 
 
 

_______________________________ 
C.  María Librada Romero Tomas. 
Regidora de Desarrollo Urbano y 

Obras Públicas. 
 
 
 

______________________________ 
C. Adelfa Calleja Galindo. 

Regidora de Desarrollo Rural. 

 
 
 

___________________________ 
C.  Eustorgio Inés Policarpo. 

Regidor de Comercio y Abasto 
Popular. 

 
 

 
 

_____________________________ 
C.  Félix Pacheco López. 

Regidor de Salud Pública y Asistencia 
Social. 

 
_________________________ 

C.  Isidra Mendoza Rea. 
Regidora de Equidad y Género 

 
 

 
____________________________________ 

Profr. Juan Cano Ramírez. 
Secretario General 


